Curiel Noviembre 2004 Tema 93-12

TEMA 93

REGIMEN ECONOMICO-MATRIMONIAL EN ARAGON.- PACTOS NUPCIALES MÁS FRECUENTES.- REGIMEN ECONOMICO-MATRIMONIAL EN VIZCAYA Y NAVARRA.-

REGIMEN ECONOMICO-MATRIMONIAL EN ARAGON.-

Esta materia está hoy regulada por el Código del Derecho Foral Aragonés, título con el que se aprueba el Texto Refundido de las Leyes Civiles Aragonesas por Decreto Legislativo 1/2011, de 22 de marzo, del Gobierno de Aragón, que deroga la Ley 2/2003, de 12 de Febrero, de Régimen Económico Matrimonial y Viudedad. En el examen del régimen económico matrimonial aragonés distinguimos:

I. NORMAS COMUNES: EFECTOS GENERALES DEL MATRIMONIO, TÍTULO I, LIBRO SEGUNDO. 

Son aplicables cualquiera que sea el régimen económico por el que se rigen los cónyuges.

1. Artículo 183 destaca la comunidad de vida que constituye el matrimonio y el principio de igualdad: marido y mujer son iguales en derechos y obligaciones, correspondiéndoles el gobierno de la familia y las decisiones sobre la economía familiar (art. 186).

2. Art. 185.  El principio de libertad que, junto con el anterior, son los ejes de toda la regulación: Los cónyuges pueden regular sus relaciones familiares y celebrar entre sí todo tipo de contratos sin más limitaciones que las del  tradicional principio de “standum est chartae”. 
3. Entre los deberes de los cónyuges se establecen:

a) Contribuir a satisfacer las necesidades de la familia (art. 187). Consecuencia de esta contribución es la responsabilidad solidaria de los cónyuges frente a terceros de buena fe por las obligaciones contraídas por uno solo de ellos con ese fin (art.189).

b) Proporcionarse información sobre la gestión de su patrimonio o actividad, y de los ingresos que obtengan (art.188).

4. Art. 190 Régimen de la vivienda familiar
"1. Para realizar actos de disposición voluntaria de los derechos que a uno de los cónyuges correspondan sobre la vivienda habitual de la familia o el mobiliario ordinario de la misma, así como para sustraerlos al uso común, será  necesario el consentimiento del otro o, en su defecto, autorización judicial. En ambos casos, con la enajenación se extingue el derecho expectante de viudedad.
2. Cada  cónyuge o sus herederos estarán legitimados para instar judicialmente la nulidad de los actos de disposición realizados por el otro sin el debido consentimiento o autorización en el plazo de 4 años desde que los conoció o pudo razonablemente conocer, y, en todo caso, desde la disolución del matrimonio o la separación conyugal. 
3. No procede la anulación contra los adquirentes a título oneroso y de buena fe cuando el disponente manifestó que no constituía vivienda o mobiliario familiar”.

5. Art. 192 Derecho de viudedad: “La celebración del matrimonio atribuye a cada cónyuge el usufructo de viudedad sobre todos los bienes del que primero fallezca, con las consecuencias y la regulación contenidas en el Título V de este Libro”. Este derecho es objeto de estudio específico en otro tema del programa, al cual me remito.
II. CAPITULOS MATRIMONIALES, TÍTULO II. 

De acuerdo con el artículo 193 el régimen económico del matrimonio será  siempre el que los cónyuges pacten en capitulaciones matrimoniales, que pueden contener cualquier estipulación relativa al régimen familiar y sucesorio de los contrayentes y de quienes con ellos concurran al otorgamiento, sin más límites que los del principio standum est chartae. 
Para su validez han de otorgarse en escritura pública (art. 195). Pueden otorgarse o modificarse antes del matrimonio o durante el mismo (art.197).
La capacidad para el otorgamiento es distinta según se trate (arts.199 y 200):

a) pactos que afectan al régimen económico matrimonial, que pueden ser consentidos también por menores de edad mayores de catorce años, aunque precisan, si no están emancipados, de la asistencia de las personas llamadas a prestarla, 

b) pactos relativos a los demás actos y contratos, que requieren la capacidad que exijan las normas que los regulan.

Las estipulaciones que determinan el régimen matrimonial pueden modificarse antes o después de celebrado el matrimonio y requieren únicamente el consentimiento de las personas que están o van a quedar sujetas al mismo, si bien si no consienten las personas que intervinieron en los capítulos que se modifican podrán revocar los actos y negocios matrimoniales que otorgaron en atención al régimen que se modifica.

Los pactos sucesorios contenidos en los capítulos pueden ser revocados unilateralmente, cumpliendo los requisitos establecidos en el art.401.

III CONSORCIO CONYUGAL, TÍTULO IV. 

Conforme al artículo 193.2, es un régimen legal supletorio, sólo aplicable en defecto de pacto o para completar lo pactado. En su exposición destacamos:

A) Bienes comunes y privativos. 

1) Bienes comunes. Artículo 210. 

1º. Patrimonio inicial: bienes aportados por los cónyuges o que les son donados con carácter consorcial.

2º. Ingresan en el patrimonio común durante el consorcio:

a) Los adquiridos por título lucrativo cuando así lo disponga el donante o causante.

b) Los que los cónyuges acuerden que tengan carácter consorcial.

c) Los bienes adquiridos a título oneroso por cualquiera de los cónyuges a costa del caudal común. 

d) Los bienes que los cónyuges obtienen de su trabajo o actividad.

f) Los frutos y rendimientos de los bienes comunes o privativos, así como el beneficio obtenido de las empresas y explotaciones económicas.

Se añaden: las indemnizaciones por despido, las cantidades devengadas por pensiones, los rendimientos de productos financieros, los derechos del arrendatario o la adquisición de acciones.

2) Bienes privativos. Artículos 211 y 212 
a) Los que pertenecen a cada cónyuge al iniciarse el consorcio y los comprados antes con precio aplazado, salvo que la totalidad del precio sea satisfecha con fondos comunes.
b) Los que, durante el consorcio, ambos cónyuges acuerden atribuirles carácter privativo.
c) Los bienes existentes en el patrimonio común o adquiridos en escritura pública con fondos comunes, cuando los cónyuges acuerden atribuirles carácter privativo.

d) Los adquiridos a título lucrativo.

e) Los que reemplazan a otros propios aunque se adquieran con fondos comunes.

f) Los adquiridos: por usucapión comenzada antes de iniciarse el consorcio, los recobrados en virtud de carta de gracia, o por cualquier derecho de adquisición preferente que pertenece con carácter privativo a uno de los cónyuges.

g) Las accesiones e incrementos de los bienes propios.

h) Los bienes patrimoniales de carácter personal. 

3) Presunciones de comunidad y privatividad. Confesión de privatividad
a) Se presumen comunes todos aquellos bienes cuyo carácter privativo con arreglo a lo dispuesto en la ley no pueda justificarse, art. 217. 

b) Sin embargo, se considerará privativo un bien determinado cuando la atribución por un cónyuge de tal carácter al dinero o contraprestación con que lo adquiera sea confirmada por declaración o confesión del otro, que habrá de estar en documento público si ha de acceder al Registro de la Propiedad. La titularidad y libre disposición del bien así adquirido, aun fallecido el otro cónyuge, no puede quedar afectada o limitada sino por el ejercicio de acciones que puedan corresponder a acreedores y legitimarios en defensa de su derecho, art. 214.

c) Adquirido bajo fe notarial dinero privativo, se presume que es privativo el bien que se adquiera por cantidad igual o inferior en escritura pública autorizada por el mismo notario o su sucesor, siempre que el adquirente declare en dicha escritura que el precio se paga con aquel dinero y no haya pasado el plazo de 2 años entre ambas escrituras. La presunción admite en juicio prueba en contrario, art.213. 

B) Deudas comunes y privativas
1. Cargas del patrimonio común, art. 218:
a) Ante todo, son cargas comunes, art.218.1.a): "las atenciones legítimas de la familia y las particulares de cada cónyuge, incluso la crianza y educación de los hijos de uno solo de ellos que convivan con el matrimonio". 

b) Las demás reglas incluyen entre las deudas comunes: 

· los intereses normales de las obligaciones de cada cónyuge, 

· las atenciones de los bienes privativos, los alimentos legales debidos por cualquiera de los cónyuges, 

· las obligaciones contraídas por uno u otro cónyuge en el ejercicio de una actividad útil a la comunidad 

· las indemnizaciones por daños a terceros, con los límites que establece.

2. Deudas privativas

El artículo 223 señala como deudas privativas las contraídas por un cónyuge cuando no sean de cargo del patrimonio común de acuerdo con el art.218. En particular, son privativas las deudas de cada cónyuge anteriores al consorcio, así como las deudas y cargas por razón de sucesiones y donaciones.

Bienes sobre lo que puede hacerse efectiva la responsabilidad

A los terceros lo que les interesa es saber qué bienes responden por las obligaciones contraídas por cónyuges casados en régimen de consorcio. En síntesis, el Código, siguiendo la Ley, contiene la siguiente regulación 

a) Deudas contraídas por ambos cónyuges: responden los bienes comunes junto a los privativos, art.219.3.

b) Deudas contraídas por uno solo de los cónyuges: responden siempre sus bienes privativos, art.220.1.

Además pueden responder los bienes comunes conforme a las reglas de los arts.219 y ss: 

· Directamente:

· deudas contraídas por un cónyuge en el ejercicio de sus facultades de administración o disposición de bienes comunes o de la profesión o negocio que ejerce; 

· de los daños causados en el ejercicio de una actividad útil a la comunidad 

· deudas que son de cargo del patrimonio común.

· Subsidiariamente: de las deudas contraídas por un cónyuge de las que no deban responder directamente los bienes comunes, responderán subsidiariamente cuando resulten insuficientes los bienes del deudor.

La especial titularidad de los bienes que integran el patrimonio común hace que su ejecución por deudas privativas, al igual que ocurre en la sociedad de gananciales, se sujete a reglas especiales (art. 225). Se permite la ejecución, pero para garantizar los derechos del cónyuge que no contrajo la deuda se le conceden dos opciones: 

· pedir la disolución del consorcio y la división de los bienes comunes: en este caso la ejecución proseguirá  pero sólo sobre los que se adjudiquen al cónyuge deudor; 

· pedir la liquidación del patrimonio común, sin extinción del consorcio, con la exclusiva finalidad de averiguar si existen bienes que excedan del valor de la mitad de ese patrimonio (que es lo que correspondería al cónyuge no deudor): comprobada su existencia, la ejecución continuar  sobre esos bienes. 

c) Responsabilidad subsidiaria de los bienes del cónyuge no deudor.

De las deudas contraídas por uno sólo de los cónyuges que sean de las contempladas en el art. 218.1.a) (atenciones de la familia, de cada cónyuge y de los hijos que convivan), responderán también, en defecto de bienes comunes, los bienes privativos del cónyuge no deudor, art. 220.2.

Reembolsos entre patrimonios

Para evitar lucros injustificados entre patrimonios la Ley impone con carácter general el reintegro entre patrimonios de lo que uno su hubiese lucrado a costa de otro sin causa, señalando que el reintegro ha de ser por el importe actualizado (art. 226).

C) Gestión del consorcio, arts. 227 a 243. 

Como reglas generales sobre la economía familiar señala la Ley:

· la codecisión de ambos cónyuges

· la gestión en interés de la familia

· la recíproca información sobre la gestión

· la posibilidad de solicitar judicialmente la disolución del régimen en caso de graves y reiterados desacuerdos sobre la gestión de la economía familiar, así como en el incumplimiento reiterado del deber de recíproca información.

Por otro lado, la Ley da preferencia al régimen de gestión libremente pactado por los cónyuges y, en su defecto, establece las siguientes reglas:

1. Actuación aislada de cada cónyuge:

a) (Art. 230) Cualquiera de los cónyuges puede realizar por sí solo sobre los bienes del patrimonio común actos: 

· de administración ordinaria; 

· de modificación inmobiliaria de fincas inscritas para el consorcio conyugal; 

· de defensa judicial o extrajudicial; 

· de disposición necesarios para satisfacer las atenciones legítimas de la familia o de uno de los cónyuges. 

b) (Art. 231) Ejercicio de la profesión o negocio

Cada cónyuge, en el ejercicio de una profesión o negocio, puede realizar actos de disposición incluidos en su tráfico habitual, facilitándose la prueba de que un acto está incluido en ese tráfico.

c) (Art. 232) Actuación frente a terceros

Además, un sólo cónyuge puede realizar sobre los bienes que figuren a su nombre exclusiva o indistintamente, o se encuentren en su poder, actos de disposición a título oneroso de dinero, valores mobiliarios, derechos de crédito y cualesquiera otros bienes muebles.

2. Actuación conjunta de ambos cónyuges  

(Artículo 233): "en los supuestos no comprendidos en los artículos anteriores, la realización de actos de administración extraordinaria o de disposición de bienes comunes corresponde a ambos cónyuges conjuntamente o a uno de ellos con el consentimiento del otro", criterio de actuación conjunta que constituye la regla general.

Reglas para los supuestos de necesaria actuación conjunta

1. En los actos a título oneroso, en caso de imposibilidad o negativa injustificada del cónyuge no disponente, cabe la autorización judicial supletoria, art.234.

2. Actos realizados por un cónyuge sin el consentimiento necesario del otro, o en su caso de la autorización judicial:

a) Los realizados a título lucrativo son nulos de pleno derecho, salvo las liberalidades usuales (art. 237).

b) La venta de cosa común… es válida y produce sus efectos obligacionales exclusivamente entre las partes contratantes y sus herederos, pero la entrega de la cosa, en cualquier forma que se realice, no transmite la propiedad al comprador. El cónyuge cuyo consentimiento se omitió puede prestarlo expresa o tácitamente con posterioridad, pero no se presume en ningún caso. Mientras no consienta, puede interponer demanda contra el comprador en petición de que se declare que la compraventa en que no ha sido parte le es inoponible, así como exigir la restitución al patrimonio común de la cosa vendida y entregada, salvo que el comprador haya adquirido la propiedad por usucapión o, si es el caso, en virtud de las reglas de protección de terceros de buena fe. Las mismas reglas se aplicarán en los demás casos de transmisión o disposición de bienes comunes a título oneroso (art. 235).

3. Normas específicas se dictan para la disposición mortis causa de la participación en el patrimonio común o de bienes concretos, art. 238.

3. Gestión por uno de los cónyuges   

Finalmente la ley regula supuestos de transmisión o concreción de las facultades de gestión para permitir en los casos en que un cónyuge se encuentra imposibilitado para la gestión que el otro pueda solicitar del Juez que se le conceda a él sólo.

Este traspaso de facultades es automático en los casos de incapacitación o declaración de ausencia de uno de los cónyuges. 

Se permite igualmente privar a un cónyuge de sus facultades de gestión, cuando por sus actos haya puesto en peligro la economía familiar (arts. 240 a 242).

D) Disolución y liquidación del consorcio
1. Disolución de consorcio.

Se establecen las causas de disolución para distinguir entre:

a) las de pleno derecho, art.244, en las que se incluyen: la voluntad de los cónyuges, la disolución o nulidad del matrimonio, y la separación de los cónyuges; 

b) y causas de disolución por decisión judicial que son las enumeradas en el artículo 245.

En los casos en que el consorcio se disuelva constante matrimonio, salvo previsión distinta de los cónyuges, regirá el régimen de separación de bienes.

2. Comunidad tras la disolución arts. 250 a 257.

Se regula detalladamente la comunidad existente desde el momento de la disolución del consorcio hasta la división del patrimonio común, estableciéndose como régimen supletorio el de la comunidad hereditaria. Se señalan los bienes y deudas comunes, su gestión, la responsabilidad de aquellos bienes, y la forma en que han de proceder los acreedores tanto por deudas comunes como privativas.

3. Liquidación, arts.258 a 266.

Cualquiera de los cónyuges o de los partícipes puede pedir en cualquier tiempo la división del patrimonio. Igualmente pueden solicitarla el fiduciario y el contador partidor de la herencia del causante.

De acuerdo con el derecho tradicional los cónyuges pueden detraer del patrimonio común sus aventajas, bienes de uso personal y profesional sin que se computen en el lote que ha de recibir.

4. Adjudicación arts. 267 a 270. 

Liquidado el patrimonio, el remanente se adjudica entre los cónyuges o sus herederos por mitad o en la proporción y forma pactadas. 

Se concede a los cónyuges, sin perjuicio de las compensaciones que procedan, el derecho a que se incluyan en su lote determinados bienes: entre ellos los de origen familiar, las empresas que dirija y las acciones adquiridas a su nombre en los casos contemplados en la Ley.

PACTOS NUPCIALES MÁS FRECUENTES.-

Conforme al carácter amplio que tienen las capitulaciones matrimoniales, en ellas pueden recogerse una gama muy variada de pactos capitulares, relativos al régimen que se pacta, a los bienes que han de integrar o excluirse del patrimonio común, a las aportaciones por terceras personas, pactos sobre la herencia futura, etcétera.

Entre los pactos tradicionales figuraban la dote, la firma de dote, el agermanamiento o pacto de casamiento al más viviente, que equivale a una institución recíproca de herederos entre los esposos, la hermandad llana o pacto de comunidad universal, los relativos al derecho de viudedad, el casamiento en casa, por el que se concede una prórroga del usufructo de viudedad al cónyuge supérstite, etcétera.

La mayoría de ellos han caído en desuso y el Código los encuadra bajo la denominación de instituciones familiares consuetudinarias a que se refiere el artículo 201 para establecer que se esté a lo pactado y se interpreten con arreglo a la costumbre y los usos locales.

Como pactos actuales más frecuentes podemos destacar: 

a) los destinados a restringir o ampliar la comunidad, regulado en el artículo 215, por el que los cónyuges pueden atribuir en todo momento a cualquier bien el carácter de común o privativo.

b) Los relativos a la gestión del consorcio para conceder la gestión de todos los bienes o parte de ellos a uno solo de los cónyuges.

c) Pacto por el que se establece el régimen de separación de bienes. Probablemente sea hoy el pacto más frecuente entre los que contienen las capitulaciones que se otorgan. De ahí que el Código contenga una regulación de este régimen, con carácter supletorio, pues sólo se aplicará en defecto de lo que los cónyuges hayan establecido (Título III, arts. 203 y ss.).

RÉGIMEN ECONÓMICO-MATRIMONIAL EN VIZCAYA
Según la Ley de Dº Civil Foral del País Vasco, de 1 de julio de 1992, en el territorio de Vizcaya (con excepción del territorio no aforado) y en los municipios de Llodio y Aramayona, rige el sistema de libertad de pacto, igual, por tanto, que en el territorio vasco sometido al Dº Civil General. En defecto de pacto, regirá el sistema de comunicación foral de bienes (art. 94) siempre que ambos cónyuges sean vizcaínos o aforados, o, a falta de vecindad común, si fijan la residencia habitual común inmediatamente posterior a la celebración del matrimonio en Tierra Llana, o, a falta de dicha residencia común, si en ella ha tenido lugar esa celebración.

El art. 93 de la Ley alude a las capitulaciones matrimoniales, pero no las regula sistemáticamente. La Ley se limita a prever que el régimen económico matrimonial, tanto el pactado como el legal, podrá ser modificado mediante el otorgamiento de capitulaciones matrimoniales y que en ningún caso las modificaciones del régimen económico matrimonial perjudicarán los derechos adquiridos por terceros, ni los derivados de la troncalidad.

La comunicación foral de bienes es aquel régimen económico matrimonial en virtud del cual se hacen comunes, por mitad entre marido y mujer, todos los bienes muebles o raíces, de la procedencia que sean, pertenecientes a una u otra, por cualquier título, tanto los aportados como los adquiridos en constante matrimonio y sea cual fuere el lugar en que radiquen (art. 95), para dividirlos todos también por mitad cuando el matrimonio se disuelva por muerte de uno de los cónyuges con descendientes (arts. 96 y 104) o tan sólo los bienes ganados, cuando no exista descendencia (art. 109). 
La distinción entre bienes ganados y bienes procedentes de cada uno de los cónyuges se ajustará a las normas de la legislación civil general sobre bienes gananciales y privativos (art.97).

Los actos de disposición de bienes requieren el consentimiento de ambos cónyuges, pudiendo el juez suplir el de quien se niegue a otorgarlo, si lo considera de interés para la familia (art. 99). Corresponderá en exclusiva a cada cónyuge la administración de los bienes de su procedencia y a ambos cónyuges, la de los bienes ganados, sin perjuicio de lo establecido en el Código de Comercio (arts. 100 y 101).

Las cargas del matrimonio serán sufragadas con los bienes ganados y, a falta o por insuficiencia de ellos, responderán los bienes procedentes de cada cónyuge, en proporción a su valor (art. 98), compensando lo satisfecho con estos últimos con las ganancias futuras. Las deudas y obligaciones contraídas por cualquiera de los cónyuges, sin consentimiento del otro, únicamente será de cargo de la respectiva mitad comunicada del obligado, quedando siempre libres de responsabilidad los bienes procedentes del cónyuge no deudor (art. 102).

En cuanto a la disolución del régimen (arts.104 a 111), se contemplan diversos supuestos:

a) Si el matrimonio se disuelve por fallecimiento de uno de los cónyuges, dejando hijos o descendientes comunes, no se disuelve la comunicación foral, sino que se transforma en una comunidad de bienes entre el cónyuge viudo por una parte y los hijos o descendientes que sean sucesores del premuerto por otra, hasta que se produzca la división y adjudicación de los bienes.

b) La comunidad foral, sin embargo, se extingue y disuelve por el fallecimiento de uno de los cónyuges sin descendientes comunes y por sentencia de nulidad, separación o divorcio.

Para la liquidación, se establecen una serie de reglas similares a las de la sociedad de gananciales, partiendo del principio de que corresponde a cada uno de los cónyuges los bienes aportados y la mitad de los ganados, con los derechos particulares reconocidos al viudo, como el de permanecer en el caserío del premuerto durante un año y un día.

RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL EN NAVARRA

La Compilación de Navarra, de 1 de marzo de 1973, modificada por la Ley Foral 5/1987, de 1 de abril, consagra el principio de libertad de pacto en capitulaciones matrimoniales y como régimen legal supletorio, establece la denominada sociedad conyugal de conquistas (Ley 82). La idea esencial que preside la regulación del régimen económico matrimonial en Navarra está en la continuidad y conservación en la familia de la unidad de la casa y de sus explotaciones agrícolas, ganaderas y forestales (Ley 75).

Las capitulaciones matrimoniales (Leyes 78 a 81) pueden ser otorgadas antes o después de celebrado el matrimonio, pudiendo en este segundo caso darse a sus pactos efectos retroactivos a la fecha de la celebración del mismo, sin perjuicio de los derechos adquiridos por terceros.
Tienen capacidad para otorgarlas los cónyuges o prometidos que tengan capacidad para contraer matrimonio. La intervención de sus representantes legales sólo será necesaria cuando contengan disposiciones que impliquen una transmisión actual de bienes de un cónyuge o prometido menor de edad en favor del otro.

Además de establecer libremente cualquier régimen económico, pueden ordenar donaciones propter nuptias, señalamientos y entregas de dotes, donaciones entre los cónyuges, pactos sucesorios y cualesquiera otras disposiciones por razón de matrimonio.

Habrán de otorgarse en escritura pública bajo pena de nulidad y si contienen donaciones de terceros a favor de los cónyuges, o de éstos entre sí, los bienes objeto de la donación deberán ser descritos en la misma escritura o por rolde o inventario incorporado.

Podrán ser modificadas en cualquier tiempo, siempre en escritura pública y con consentimiento de los cónyuges o prometidos y demás otorgantes que vivan al tiempo de la modificación, en cuanto afecte a los bienes y derechos concedidos por éstos últimos o recibidos por ellos.

La sociedad conyugal de conquistas (Leyes 82 y siguientes) es un régimen legal supletorio, que debe observarse en defecto de pacto, caracterizado por ser un sistema de comunidad relativa o limitada, por cuanto no comprende todos los bienes de los cónyuges, sino que compagina la masa común con la existencia de patrimonios privativos o exclusivos de los consortes. 

Los bienes pueden tener el carácter de bienes de conquista o privativos, clasificación que viene a coincidir con la de bienes gananciales y privativos del CC, con algunas particularidades. Así, se declaran comunes o de conquista los derechos que corresponden al arrendatario por contratos celebrados durante el matrimonio; se hace más explícito el principio de subrogación real al declarar bienes comunes los adquiridos por retracto convencional o legal, opción, acceso a la propiedad, suscripción preferente u otro cualquier derecho de adquisición que pertenezca a la sociedad de conquistas. También se consideran de conquista cualesquiera otros bienes que no sean privativos cfr. a la Compilación y se establece la presunción de que son de conquista los bienes cuya pertenencia privativa no conste.

La administración y disposición de los bienes de conquista se regirá por lo pactado en las capitulaciones matrimoniales o escritura pública y, en defecto de pacto, corresponderá a ambos cónyuges conjuntamente, con salvedades y precisiones que coinciden con las establecidas en el CC para la sociedad de gananciales.

Las causas de disolución también coinciden con las del CC, aunque se puede pactar que en caso de fallecimiento de uno de los cónyuges no se disuelva la sociedad de conquistas.

Junto a la anterior, se regula también la sociedad familiar de conquistas, que se estipula en capitulaciones matrimoniales con donación de bienes o nombramiento de heredero, pactando la convivencia de donantes o instituyentes y donatarios o instituidos; a todos pertenecen las conquistas que se obtengan salvo pacto en contrario (Leyes 92 a 100).

Se prevé en la Compilación un régimen de comunidad universal, como régimen convencional, que se rige por lo pactado y, en su defecto, por las escasas normas legales: se hacen comunes todos los bienes presentes y futuros, adquiridos a título oneroso o gratuito, inter vivos o mortis causa; son de cargo de la comunidad todas las deudas de los cónyuges; la administración y disposición de bienes se rige por las normas de la sociedad de conquistas (Ley 101).

Finalmente, las Leyes 103 y 104 regulan la separación de bienes, que puede ser judicial o convencional.
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